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Licenciado

Ramón Abadi Balid
Administrador General de Ia

Autoridad de Protección al Consumidor y

Defensa de la Competencia (ACODEC0)

Ciudad

Ref Facultad para transigir o desistir dentro de procesos judiciales ante los Tribunales de Asuntos

del Consumidor del Órgano Judicial, habiéndose subrogado la ACODECO de los derechos de

consumidores con nombres especificos.

Señor Administrador General :

Atendiendo la atribución constitucional consagrada en el numeral 5 del articulo 220 dela Carta Magna, y lo

dispuesto en el numeral '1 del articulo 6 de la Ley N0.38 de 3'l de julio de 2000, "Que aprueba el Estatuto

Orgánico de la Procuraduría de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo General y dicta

drsposlclones especia/es", se da respuesta a su Nota A-492-24IRAB/DNPC de 19 de septiembre de2024,

recibida el 4 de octubre de 2024, mediante la cual eleva consulta en los siguientes términos:

Cuando la ACODECO se subroga /os derecros de los consumidores con

nombres especlfcos p.ara procesos judiciales arte /os Tribunales de Asuntos

del Consum¡dor del Organo Jud¡c¡al, ¿se entendería que representamos al

Esfado o que ei Estado es pañe?

Cuando sea posible una transacc¡ón o desisf,m,ento en /os procesos lúdicla/es
de Asunfos del Consum¡dot que la ACODECO se ha sub¡ogado en /os

derechos de /os consum/dores con nombres especí,?cos ¿seria aplicable el
procedin¡ento del concepto favorcble del Procurador General de la Nación, con

la autoización expresa del ConseTb de G abinete (Numeral 4 del añículo 200 de

la Const¡tuc¡ón, a¡l¡culo 1083 y 1092 delCódigo Jud¡c¡al)?

Cuando sea posible una transacción o des¡stim¡ento en los procesos ludlcrales
de Asunfos del Consun¡dor que la ACODECO se ha subrogado en /os

dercchos de /os consumldores con nonbres especí,icos ¿se requiere la

autot¡zac¡ón expresa de los consum¡dores que nos hemos leg¡t¡mado?'

En cuanto a su primera inlerrogante, esta Procuraduria considera que la Autoridad de Protección al

Consumidor v Defensa de la Comoetencia, en su condición de ent¡dad pública descentralizada del Estado,

al subrogarse de los derechos de los consumidores con nombres específicos, Dartic¡Da de los procesos

rudiciales, ante los Tribunales de Asuntos del Consumid 0r.en nombre del Estado. en defensa del orden

3.

úblico o de los intereses de los consumidores en virlud de lo dispuesto en los articulos I y 2 de la
Constitución Política, los artículos 1, 2, 84 y 87 de la Ley No,45 de 2007 , y el Manual de Clasificaciones

Presupuestarias del Gasto Público, del Ministerio de Economia y Finanzas,

Panamá, 21 de octubre de 2024
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En relación con su segunda pregunta, este Despacho es de la opinión que, a la Autoridad de Protección al

Consumidor y Defensa de la Competencia, subrogada de los derechos de los consumidores con nombres

especificos, si leesaolica ble el dim nto lconceoto favorable del Procurador Ge neral de la Naciónde

con I au torización exoresa d Conse de Gabinete en virtud de lo dispuesto en el numeral 4 del artículoa el to

200 de la Constitución Política, los artículos '1083 y 1084 del Código Judicial, y el articulo 86 de la Ley N0,45

de 2007,

Respecto su tercera y última interrogante, esta Procuraduría estima que, una vez consumada la subrogaciÓn,

para hacer posible una transacción o desistimiento en los procesos judiciales, la Autoridad de Protección al

Consumidor y Defensa de la Competencia no requiere de la autorización exoresa de los consumidores con

nombres especifi cos SU brooados , en virtud de lo dispuesto en el articulo 1098 del CÓdigo Civil y el articulo

87 de la Ley N0.45 de 2007.

Es imporlante en primera instancia indicar, que la respuesta brindada a través de la presente consulta, no

const¡tuye un pronunciamiento de fondo, o un criterio legal concluyente, que determine una posiciÓn

vinculante, en cuanto a lo consultado.

Sustento iuridico de la Procuraduria de la Administración:o

l. Del principio de legalidad

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el articulo 18 de la Constitución Politica de Panamá,

concordante con el articulo 34 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimiento

Administrativo General, que a la letra enuncian:

'Att¡cuto 18. Los patticulares solo son responsables anfe /as autwidadx por

infracc¡ón de la Constitución o de la Ley.

Los seruidores públicos /o son por esas mlsmas causas y también por ertra mlaciÓn

de funciones o por omisión en el ejercic¡o de éstas. '

'Afticulo 34. Las acfuaclones administrativas en fodas /as entidades pÚólicas §e

efectuarán con afieglo a normas de infornalidad, ¡mparcial¡dad, un¡fomidad,

economia, celeridad y eficacia, garantizando la real¡zación oportuna de la función

adm¡n¡strativa, sin menoscabo del deb¡do proceso legal, cu objetividad y on apego

alpinc¡p¡o de estrida legalidad. ..."

Conforme este principio de derecho público, todos los actos administrativos deben eslar sometidos a las

leyes, estableciendo así un límite a los poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con apego a la ley

vigente y la jurisprudencia. En otras palabras, el servidor público sólo puede hacer lo que la ley le permital.

1 "... se puede conclu¡r que la final¡dad delpinc¡pio de esticta legalidad, es garantizar que la actuación de las autoidades públicas

se su/'ete a un conjunto de reglas y normas Nev¡amente establec¡das, de torma tal que se evite toda a¡b¡traiedad o abuso de
podet que pueda afectar a los admin¡st¡ado§, Sentencia de 24 de septiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Just¡cia de Panamá.



El reconocido jurista argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo, sostiene que

"el principb de la legalidad es la columna ve¡lebral de la actuac¡ón adm¡n¡strativa y por ello puede

concebírselo como extremo al procedimiento, constituyendo simultáneamente la condición esencial para su

existencia. Agrega que el mismo se determina jurídicamente por la concunencia de cuatro condiciones que

forman su contexto: 1) delimitación de su aplicación (reserua de ley); 2) ordenación lerárquica de sujeción de

las normas a la ley; 3) determinación de selección de normas aplicables a/ caso en concreto, y 4) precisión

de /os poderes que la norma confiere a la Administración." (Derecho Administrativo, Argentina, l¡bro 12 Ed,

Hispania Libros-2009, página 1 1 1).

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema

de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su jurisprudencia, decisiones judiciales refiriéndose

al importante principio de estricta legalidad, acentuando su finalidad. Al respecto, a través de la ResoluciÓn

fechada 10 de julio de 2019, manifestó lo siguiente:

14sí pues, de una lectura de las disposiciones /ega/es anteiorcs, se puede conclui
que la f¡nalidad del pinc¡pio de estncta legal¡dad, es garant¡zar que la actuaciÓn de las

autoidades púbibas se sujete a un conjunto de reglas y normas previanente

esfab/ecrdas, de forna tal que se evte toda arb¡trar¡edad o abuso de poder que puede

afedar a los administrados.'

Se desprende así, con meridiana claridad, que los actos administrativos emitidos por los servidores públicos

en el ejercicio de sus funciones, deben limitarse a lo permitido por la ley y que, en estricto cumplimiento del

mandato constitucional, tal comportamiento revestirá y asegurará que el acto emilido se presuma igualmente

legal.

ll. De la Constitución Política de Panamá.

El Texto Fundamenlal contempla dos aspectos de especial relevancia para esta consulta, que se analizan a

continuación:

a. El Estado

La Carta Magna, en sus articulos I y 2, proclama a la Nación panameña como un Eslado, soberano e

independiente, con un gobierno unitario2, republicano, democrático y representat¡vo, que ejerce sus poderes

a través de los Órganos Legislativo, Ejecutivo y Judicial, los cuales actúan bajo el principio de separación o

división de poderes.

De ello se extrae, en forma concisa y sucinta, para efectos de la presenle Consulla, que el alcance del

término Estado3 puede entenderse en un sentido amplio, como organización y unidad iuridica, que abarca el

conjunto de entidades en que se dividen los Organos que lo componen. En concordancia, el Manual de

Clasificaciones Presupuestarias del Gasto Público4, del Ministerio de Economía y Finanzas, desglosa el

2 De conformidad con la RealAcadem¡a Española, es: 'Que const¡tuye una unidad-. https://dle.rae.es/unitar¡o?m=form
3 "Eslador Conjunto de los óryanos de gob¡emo de un pa¡s soberano" . CASADO, Mar¡a Laura. Dicc¡onar¡o Juridico. 2009. 6ta

Ed¡ción. Vallena Ediciones S.R.L. pp.353.

0isponible en httpsJ/drive.google.com/file/d/18fY8vqZlRq'l lm-N-hBD_sYZWsr30mph/v¡ew
a Resolución No.MEF-RES-2018-819 de 29 de marzo de 2018, "Por la cual se aprueba el l\,lanuel de Clasificaciones
Presupuestar¡as delGasto Públ¡co, Versión Actualizada 2018'. Publicada en la Gaceta Oficial N0.28500-A de 9 de abril de 2018.
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Estado en gobierno central, ¡nstituc¡ones descentralizadas, empresas públicas, intermediarios financieros,

corporaciones y proyectos de desarrollo, y municipios. Sobre las instituciones descentralizadas precisa:

'l. rnsfiÍucionesDescentralizadas
Este sector agrupa las insfrtuclones y organismos que presfan labores o servic¡bs de

utilidad públice, ya sea por delegacíón del Poder Central de las leyes o de la prop¡a

Constitución. En general, puede decrrse que /as rnslttuc¡ones que conponen esta área

ptoducen b¡enes o serv¡aos que no conp¡ten en el mercado; por lo tanto, estarian

llenando una necesidad pública que coffesponde setisfacet a, Esfado, sl se desea

que su ofeña pueda //egar a fodos /os ámbitos de la conunidad.

b. Transacciones en Asuntos Litigiosos del Estado

El artículo 200 del Texto Constitucional estipula las funciones que el Presidente de la República elerce, con

la participación de los ministros de Estadoz, de entre las cuales se cita el numeral 4, que señala:

'A¡ticulo 200. Son funciones del Consejo de Gab¡nete

4. Acordar con el Pres¡dente de la República que este pueda tansigir o soneter a

arb¡traje los asuofos ,if,giososs en que el Estado sea pefte, para lo cual es

5 Cfr. articulo 84 de la Ley N0.45 de 31 de octubre de 2007.
6 Cfr. articulo 84 de la Ley No.45 de 31 de octubre de 2007.
7 Cfr. articulos 176 y 199 de la Constituc¡ón Politica de Panamá.
8 " Litigio: Ple¡to. Ju¡c¡o ante juez o tribunal Controvers¡a. D¡sputa, cont¡enda, altercac¡ón de ¡ndole lud¡c¡al; L¡tig¡oso: Lo que

constituye objeto de litig¡o o ple¡to, Lo d¡sputado o controveft¡do en juic¡1. De dudosa resoluc¡ón y efect¡va contrcverc¡a. Propenso

En cuanto a su operación f¡nanciero-adm¡nistrativa, ésla es completamente

descentralizada en relación a /os slstemas que r¡gen a las instituc¡ones del Gob¡erno

Central.

Generalnente, una pade substanc¡a/ de sus ingresos proviene de transferencias de

ofros organlsmos del sector pÚbl¡co; pero esÍos recursos /os adm¡nisttan

independ¡entemente de /os slsfemas que emplea el Gobierno Central, teniendo p,r
ekmpto, su prop¡o sistema de pagos y de adqu¡siciones; en todo caso, esfán su.,'efas

a la aprobación de sus presupuesfos pot parte del Conseio de Cabinele y le
Asenblea Nacbnal, y a la ftscalización que ejerce la Conteloúa General de la

República.' (Lo resaltado es del Despacho)

Del extracto precedente, resalta que el Manual de Clasificaciones Presupuestarias del Gasto Público,

concibe a las instituciones descentralizadas como parte del Estado, en directa atención a la función pública

que ejercen. lncluso, dentro de la sección 'Detalle de la codificacion por área e institución", se asrgna el

Código 1.14 a la Autoridad de Protección al Consumidory Defensa de la Competencia.

En consecuencia, en atención a su primera inteffogante, este Despacho considera que la Autoridad de

Protección al Consumidor y Defensa de la Competenc¡a, en su condición de "enfidad pública descentralizada

del Esfados, al subrogarse de los derechos de los consum¡dores con nombres específlcos, particiDa de los

orocesos iudiciales, ante los Tribunales de Asuntos del Consumidor, en nombre del Estado, en defensa del

orden público o de los intereses de los consumidoreso, en virtud de lo dispuesto en |os articulos 1y 2dela
Constitución Politica, los articulos 1, 2,84y 87 de la Ley N0.45 de 2007, y el Manual de Clasificaciones

Presupuestarias del Gasto Público, del Ministerio de Economia y Finanzas,
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necesaio el concepto favorable del Procurador Genercl de la Nac¡ón.

Este nuneral no se aplicará a los conven¡os arbifrales paclados contrcctualnente
pot el Estado, Ios cuales tendrán efrcacia por sí mismos.

' (Lo resaltado es de este Despacho)

Lo transcrito destaca en forma palmaria, la obligatoriedad de obtener la aprobac¡ón del Conseio de Gabinete,

via Resolución de Gabinete, y el concepto favorab¡e de la Procuraduria General de la Nación, para concertar

una transacción y para dirimir una determinada divergencia mediante proceso arbitral. De ambos supuestos,

se infiere la existencia de un conflicto en curso, que debe ser analizado puntualmente por dichos despachos

gubernamentales, a fin de determinar la conveniencia de autorizar la transaccióne o el inicio del arbitraje,

emitiendo el acto administrativo pertinente.

Como fue exteriorizado en la Nota C-200-22 de 16 de noviembre de 2022, en cuyo criterio se ratifica este

Despacho, "... el Consejo de Gabinete debe acordar con el Presidente de la República la autorización para

transigir en los procesos /ifrgiosos en que el Estado sea pafte, es porque la transacción está concebida en el

Codigo Judicial, como una de las formas excepcionales en que /as pafe s pueden ponerle fin a un litigio, no

obstanfe, cuando una de esas parfes es e/ Esfa do, la ley le estab/ece requlslfos esp eciales adicionales para

poder transigt, porque la transacciónll es un 'acfo jurídico bilateral, por el cual las parles, haciéndose

concesiones reciprocas, extínguen obligaciones litigiosasur y si una de las parfes es una institución
pública, entonces su acfuación debe ser restringida y limitada, al igual que las de sus represenfanfes
judiciales o apoderados judiciales, con fundamento a la tutela que la Constitución y la Ley, consagnn
cuando se trata de bienes o intereses de/ Esfado", (Lo resaltado es de este Despacho)

Lo expresado en el numeral 4 del articulo 200 de la Carta Magna está desarrollado a nivel legal en los

artículos 1083 y '1084 del Código Judicial, así:

'Artículo 1083. Los reprcsentantes judic¡ales12 del Estado, de los Mun¡c¡p¡os y de

cualquiera otra institución descent¡alizada, autónoma o semiautónoma, no podrán

trans¡gi sin autorización expresa del Consejo de Gabinete, del Consejo Municipal o

del organismo o corporación que deba darla según la Ley.'
(Lo resaltado es de este Despacho)

'Atticulo 10U. Cuando el proceso en que inte|enga el Estado o cualquiera de las

enttdades a que se rcfiere el aiículo anter¡or, lo hubiere ordenado promover la Ley, un

Acuerdo Mun¡c¡pal o una Resoluc¡ón de la dtectiva de una inst¡tución autónoma o

descentralizada, para que se pueda trans¡g¡r, se requierc que un acto de igual
naturaleza auto ce la tansacción.'
(Lo resaltado es del Despacho)

a suscllar/,rglos o causas", CABANELLAS DE IORRES, Gu¡llermo. Diccionaio Juridico Elemental. 1993. 11ma edic¡ón. Editorial

Hel¡asta S.R.L. pp.193. Disponible en: httpsJ/www.pensamientopenal.com.arlsystemffiles/2o15/01/doctrina34261 .pdf
s Cfr. numeral 1'10 del articulo 201 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000.
10 Cfr. articulo '1500 del Código Civil y numeral 110 del art¡culo 201 de la Ley N0.38 de 3l de jul¡o de 2000.
11 OSSORIO, Manuel. Diccionario de Ciencias Juridica, Politicas y Sociales. '1ra edición electrónica. pp.959.

httpsl/dr¡ve.google.cornfile/d/1T_GGBiLa3lUpj9W3M6Uw0vUKEm,¡,t6tAE/view
12'Judicial: Peñenec¡ente al ju¡cio. Atinente a la adnin¡strac¡ón de justic¡a. Concerniente a la jud¡catura, Relat¡vo aljuez. Lrttg¡oso.

Hecho en just¡cia o por su autoidad. CABANELLAS DE TORRES, Guillermo. Op. Cit. pp.173.

lll. Del Código Judicial.
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Los articulos judiciales uf supra regulan lo concerniente al contrato de lransacción, y determinan que para

su realización el Estado requiere de la aquiescencia del Consejo de Gabinete, mientras que las instituciones

descentralizadas, autónomas o semiautónomas pueden acudir ante el organismo o corporación facultada

para otorgar dicha autorización, Se colige asl, que de no existir un ente con tal ootestad, tales enttdades

deben remitirse a la norma constitucional someter la transacción al Conse io de Gabinete .oara lo 0ue éste

estime pertinente (articulo 1083 ibídem)

Si la interposición del proceso fue ordenada por la Ley o por resolución de la Directiva de una instituciÓn

descentralizada, autónoma o semiautónoma, entonces la aprobación podrá darse por conducto de oka Ley

u resolución de directiva (artículo 1084 idem). Es decir, en esas especificas circunstancias, se requiere del

mismo acto que autorizó el proceso.

lV. De la Ley No.45 de 31 de octubre de 2007.

La Ley N0,45 de 200713, en su artículo 1, explica que "tiene por obieto proteger y asegurar el proceso de

libre competencia económica y la libre concurrencia, erradicando /as práctrcas monopolisticas y otras

resfriccrbnes en e I funcíonaniento eficiente de los mercados de bienes y servicios, para preseruar el interés

superior del consumidol' .

En tanto, en su arlículo 3 ibidem, decreta que el Estado velará por el resguardo de los principios de libre

competencia y libre concurrencia económica, y faculta a la Autoridad de Protección al Consumidor v Defensa

de la Competencia para emitir concepto cuando las decisiones de los municipios, instituciones autÓnomas o

semiautónomas e instituciones estatales en general, puedan " afectar la libre competencia o la protección al

consumidoltq .

En lo referente a la participación en procesos judiciales, los articulos 86 y 87 indican

'Afthulo 86. Func¡ones de la Autoridad. La Autoridad tendrá las siguientes functones
y atribuc¡ones:

15. Cesar, en cualquier etapa de la investigación que se real¡ce en sede

administrativa y aun luego de yomovido üoceso ¡udicial anle la autoñdad
competente, la ¡nvest¡gación o des,bf,? del proceso ¡udicial, mediante la
realización de transacciones, previo cumplinienfo de ros reguisifos
legales, s¡empre gue /os agenfes econón¡cos lnvest/gados o denandados
acepten ned¡das en tomo a las conductas o a /os actos lnvesrgados,

incluyendo cláusulas penales que garant¡cen el cumplimiento del acuerdo.

...' (Lo resaltado es del Despacho)

'Atticulo 87. Leglt¡mac¡ón general La Autoridad está legitinada peru ejercitar
acción ante ros tflbunares de justhia, en razón de concentraciones económicas,
práct¡cas monopolíst¡cas o v¡olac¡ones a las normas de protección al consum¡dor.

excluyendo lo que sobre el pafticular disponga, /as /eyes especla/es.

13 Ley No.45 de 31 de octubre de 2007, 'Que dicta normas sobre protección al consum¡dor y defensa de la competenc¡a y oka
d¡spos¡ción'. Publicada en la Gaceta Ofic¡al No.25914 de 7 de noviembre de 2007
11 Cfr. numeral 14 del a(iculo 86 de la Ley N0.45 de 2007.
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La legiümaciín concedida en esta Ley a la Autoridad parc los casos de protección al

consunidor se entendeá concedida para ejercer acciones en defensa del orden
público oconómico o de ros,nfereses de ros coDsumidores de menüa individual
o colectiva.

Para los efectos de este añículo, la Autor¡dad podtá subrogarse en los dercchos do
los consumido¡es pan el e¡ercicio de las accrbnes en delansa de esúos. No

obstante, cuando se trate de acciones pecuniar¡as que pers¡gan una sentencia

condenatoia, la resolución prcferida por el juzgado competente deberá indicar

expresanente el reconociniento de dichas sumas a favu de /os consum/dores

afectados.

...' (Lo resaltado es del Despacho)

En el numeral 15 del artículo 86 ibídem, se otorga a la Autoridad de Prolección al Consumidor y Defensa de

la Competencia, la facultad de desistir del oroceso iudicial, mediante transacciones, previo cumplimiento de

los requisitos legales. En tal sentido, dado que la Ley N0.45 de 2007 no akibuye la capacidad de autorizar

las potenciales fansacciones a ninguna autoridad o ente especifico, a Ia lnstitución le corresponde solicitarla

al Consejo de Gabinete, conforme la Constitución Politica ordena.

Por ende, en cuanto a su segunda interrogante, este Despacho es de la opinión que, a la Autoridad de

Protección al Consumidor y Defensa de la Competencia, subrogada de los derechos de los consumidores

con nombres especificos, sí le es aplicable el orocedimiento del con ce0to favorable del Procurador General

de Ia Naerón, con la autorización expresa del Conseio deGabinele, en virtud de lo dispuesto en el numeral

4 del articulo 200 de la Constitución Politica, los artículos 1083 y 1084 del Código Judicial, y articulo 86 de

la Ley No.45 de 2007.

Ahora bien, el artículo 87 ibídem, legitima la actuación institucional denko de procesos judiciales, cuya causa

concierna a concentraciones económicas, prácticas monopolísticas o violaciones a las normas de protección

al consumidor, en defensa del orden público o de los intereses de los consumidores (individuales o

colectivos), para lo cual permite que se subrogue en los derechos de los consumidores.

Es conveniente destacar, dos conceptos esenciales contenidos en el referido articulo 87, el primero es

leqitimar, que ha de entenderse como " Habilitar para puesto o tarea a quien carecia de atribuciones o

calidades"ls, El segundo, subrooar, es "SusfÍuir una persona a otra en sus derechos y obligaciones.

Reemplazar una cosa a otra en su lugar y s¡tuación"16. En otras palabras, este añiculo 87 ratifica la capacidad
procesal de la lnstitución17 (a ser paie del proceso) y le permlte adquirir legitimidad con la causa de ped¡18

(al reemplazar al individuo o colectivo en sus derechos).

15 CABANELLAS DE TORRES, Guillermo. Op. Cit. pp.184.
16 lb¡dem. pp.300.
17 Cfr. articulo 585 del Código Judic¡al.
18 " ...1a leg¡t¡mac¡ón en la causa es la cond¡c¡ón que debe tener una persona según la ley sustantiva para lograr que el Juez se
pronunc¡e respecto a /as p/etens¡ones fomuladas en las demandas en relac¡ón con una concreta y pad¡cular relac:nn juríd¡ca.

Desde el nomento en que una persona se identil¡ca con la hipótesis abstracta reconoc¡da en la ley sustantiva (denuestra que es
heredera, aüeedora, ces¡onaria, etc.) se puede ¡ndbat que t¡ene legitinación y, por tal razón, t¡ene derecho a gue se d,cle
sentencia respecto a una concreta rclac¡ón jurid¡ca que afecta sus ,,;rfereses. La falta de legtt¡mac¡ón sustant¡va es mot¡vo de
sentencia abñlutoia. (JORGE FÁBREGA POI\/CE, 'Esludios Procesales,', Tono l, Ed¡tora Jurídica Panameña, Panamá 1989,
pá9.251l". Sentencia de '10 de sept¡embre de 1999 de la Sala Primera de lo Civilde la Corte Suprema de Justicia.
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Por su parte, los efectos de la subrogación se encuentran en el articulo 1098 del Código Civil, transcrito a

continuación:

'Aljtculo 1098. La subrogac¡ón transÍiue al subrogado el crédito con /os derechos a

él anexados, ya contra el deudor, ya contra terceros, sean l?adores o poseedorcs de

/as h¡potecas. "

Visto lo anterior, una vez consumada la subrogación, la Autoridad de Protección al Consumidor y Defensa

de la Competencia adquiere la calidad de titular de los posibles derechos vulnerados, razón por la cual esta

Procuraduria estima que, para hacer posible una transacc¡ón o desistimiento en los procesos judiciales, no

re de la autorizac ron xoresa de los consumidores con nombres es ecificos subrooedo en virtud dere0 U te n s

lo dispuesto en el artículo 1098 del Código Civil y el articulo 87 de la Ley N0.45 de 2007.

No obstante, como quiera que la Autoridad de Protección al Consumidor y Defensa de la Compelencia se

subroga en los derechos de los consumidores, con el objeto de ejercer la defensa de los mismosle, y

cualquier suma de dinero resultante del proceso debe ser reconoc¡da por la sentencia a beneficio de los

consumidores, es prudente entender que la lnstitución, en cumolimiento de los orincioios consao rados en el

Códioo Uniforme de Ética de los Servidores Públicos ue laboran en el Gobiemo Cenlral20, ouede mantener

informados a los consu res subrooados v así oarantizar una ma r efectividad enmido VO el eiercicio de oestión
pública.

Luego de este análisis y estudio profundo del tema objeto de su consulta, esta Procuraduria concluye de la

siguiente manera:

En cuanto a su primera interrogante, que la Autoridad de Protección al Consumidor y Defensa de la

Competencia, en su condición de "entidad pública descentralizada del Estado", al subrogarse de los

derechos de los consumidores con nombres específicos, oarticioa de los o rocesos iudiciales, ante los

Tribunales de Asuntos del Consumidor, en nombre del Estado, en defensa del orden oúblico o de los

2

intereses de los consumidores en virtud de lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de la Constitución

Política, los articulos 1, 2,84 y 87 de la Ley N0,45 de 2007, y el Manual de Clasificaciones

Presupuestarias del Gasto Público, del Ministerio de Economía y Finanzas.

En relación con su segunda pregunta, que a la Autoridad de Protección al Consumidor y Defensa de

la Competencia, subrogada de los derechos de los consumidores con nombres especificos, si le es

aplicable el orocedimiento del concepto favorable del Procurador Ge eral de la Nación. con lan

autorización exoresa Conseio de Gabinete. en virtud de lo dispuesto en el numeral 4 del articulo

200 de la Constitución Política, los artículos 1083 y 1084 del Código Judicial, y el articulo 86 de la Ley

N0.45 de 2007.

a Respecto su tercer y última interrogante, esta Procuraduría estima que, una vez consumada la

subrogación, para hacer posible una transacción o desistimiento en los procesos judiciales, la
Autoridad de Protección al Consumidor y Defensa de la Competencia no requiere de la autorización

1e Cfr. numeral 3 del articulo 34 de la Ley N0.45 de 2007.
20 Código Uniforme de Ética de los Serv¡dores Públicos que laboran en el Gobierno Central, establecido med¡ante el Decreto
Ejecutivo No.246 de 15 de diciembre de 2004. Publicado en la Gaceta Ofic¡al N0.25199 de 20 de diciembre de 2004.

1
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exoresa de los consumidores con nombres esoecífi cos subroqados, en virtud de lo dispuesto en el

articulo 1098 del Código Civil y el artículo 87 de la Ley N0,45 de 2007.

De esta manera se da respuesta a su solicitud, reiterándole que la opinión aqui verlida, no const¡tuye un
pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado.

Atenlamente,

DE p,

Gonzál egro
Procurador de la Administración
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